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Introducción


 La consideración de las diligencias de entrada y registro acordadas en el marco de una investigación penal se ha visto en ocasiones superada como consecuencia de diferentes factores, a saber, la especialización delictual, las nuevas formas de convivencia o la implementación del propio ámbito tecnológico, han permitido una reformulación de los tradicionales contornos que venían aplicándose.

La propia conceptualización del domicilio ha trascendido hasta nuevos espacios que disponen de un grado de funcionalidad equiparable al ámbito susceptible de protección conforme el derecho a la inviolabilidad del domicilio previsto en el art. 18.2 CE, ampliándose, asimismo, hasta los propios titulares del referido derecho fundamental y las posibilidades de intervención.

Como se dirá, se trataría entonces de dos actuaciones claramente diferenciables, que, a su vez, se encuentran íntimamente unidas, en una especial relación subordinada cuya aplicabilidad se prevé en los supuestos de prestación de consentimiento, flagrancia delictiva o mediando autorización judicial, a salvo los supuestos asistenciales habilitantes. Especial mención merecen los supuestos excepcionales previstos en el art. 553 LECrim, particularmente, en lo que se refiere a las investigaciones relacionadas con el fenómeno de terrorismo.

De esta forma, se ha desarrollado el procedimiento aplicable en todos los supuestos comentados. En lo que concierne a los casos donde medie previa autorización judicial al respecto se ha analizado desde la incoación del correspondiente proceso penal, la solicitud u oficio policial de intervención o las exigencias constitucionales y legales que debe contener la resolución judicial habilitante hasta la propia practicidad de los registros y sus correspondientes garantías. En los supuestos excepcionales mencionados, entre estos la intervención motivada por la concurrencia de flagrancia o urgente necesidad, se ha hecho lo propio junto a la determinación específica de sus notas características.

Por su parte, al resto de lugares cerrados, no les resultaría de aplicación la especial protección constitucional que dispensa la inviolabilidad del domicilio, precisamente, al no reunir los elementos funcionales configuradores de la morada. Ahora bien, no es posible admitir que todas las actividades que se desarrollan en tales espacios no tengan encaje, bajo determinados supuestos, en el ámbito de protección del más amplio derecho a la intimidad (art. 18.1 CE).

Por tanto, se diferencian aquellos espacios de titularidad y servicio públicos de aquellos otros espacios de titularidad privada que disponen funciones comerciales abiertas al público, pues el régimen de intervención difiere en uno u otro supuesto.

Asimismo, se analizan las posibilidades de intervención sobre aquellos espacios públicos especialmente protegidos, como puedan resultar los palacios de los Cuerpos Colegisladores o bien espacios protegidos por el Derecho Internacional público, donde se presenta una notoria discrepancia entre los parámetros definidos en la norma procesal y los estándares internacionales de intervención sobre espacios diplomáticos o consulares.

Respecto de los templos y lugares de culto, convergen las posibilidades de entrada y registro con lo previsto en los Acuerdos alcanzados con las diferentes confesiones religiosas junto al adecuado equilibrio que debe producirse entre los derechos fundamentales susceptibles de afectación en tales supuestos. A ello, se añade la especial configuración de tales cuestiones en relación con la confesión católica, y la innegable vinculación con los estándares internacionales y diplomáticos de determinados espacios pertenecientes al Estado Vaticano.

Seguidamente, se desarrollan las normas atenientes al registro de libros, papeles contables, aportándose una conceptualización sobre el objeto de dicha intervención conforme las normas que disciplinan su aportación, en particular la relativas al Código de Comercio. Respecto del registro de instrumentos y efectos del delito se siguen los parámetros dispuestos con ocasión del desarrollo de las cuestiones de procedimiento aplicables a la diligencia para culminar con el registro de documentación obrante en las correspondiente Notarias o Registros, y la normativa específica que regula el acceso y disposición de tales documentos por parte de la autoridad judicial y las especiales circunstancias que informan las intervenciones realizadas sobre despachos profesionales.

Junto a lo anterior, deben añadirse la práctica de registros que pueden derivar en la apertura de un proceso penal, y en particular, aquellos practicados en la vía pública por parte de la autoridad gubernativa, o bien, aquellas medidas de entrada y registro previstas en la normativa tributaria, de defensa de la competencia, concursal o los supuestos de intervención regulados en la propia Ley de Enjuiciamiento Civil.

Por último, se ha dispuesto el tratamiento de los registros tecnológicos, previa aproximación a la conformación de un eventual concepto de domicilio virtual. Entre éstos, figuran tanto la intervención sobre dispositivos de almacenamiento masivo de información como el registro remoto de equipos informáticos, a salvo las posibilidades de actuación en la materia, tanto en su modalidad presencial como virtual, del agente encubierto.







Capítulo I La intervención pública penal sobre el domicilio


 1.  El ámbito de protección del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria

La protección constitucional del derecho a la inviolabilidad domiciliaria se regula, primeramente, en el art. 18.2 CE, por cuanto el domicilio es inviolable y, por ende, ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. Por su parte, el art. 545 LECrim regula su correspondiente desarrollo orgánico por cuanto nadie podrá entrar en el domicilio de un español o extranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previstos en las leyes.

La Jurisprudencia constitucional ha configurado el derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria en estrecha relación instrumental respecto del derecho a la intimidad plasmado en el art. 18.1 CE, si bien, matizando que dicha instrumentalidad no empece a la autonomía que la Constitución española reconoce a ambos derechos (STC 10/2002, de 17 enero —FJ 5.º—) (1) .

Como señala la STC 189/2004, de 2 de noviembre (FJ 2.º), «la norma constitucional que proclama la inviolabilidad del domicilio y la interdicción de la entrada y registro domiciliarios (art. 18.2 CE), a pesar de la autonomía que la Constitución española reconoce a ambos derechos, constituye una manifestación de la norma precedente (art. 18.1 CE) que garantiza el derecho fundamental a la intimidad personal y familiar (2) ».

1.1.  El concepto de domicilio

La delimitación conceptual del domicilio se ha producido vía jurisprudencial, añadiéndose paulatinamente espacios concretos, diferentes del inmueble ordinario, al ámbito de protección del derecho a la inviolabilidad domiciliaria (STC 22/1984, de 17 de febrero —FJ 5.º—), entendiéndose por domicilio aquel espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima, y que, en consecuencia, queda bajo el halo protector del art. 18.2 CE (STC 209/2007, de 24 septiembre —FJ 2.º—). Como afirma la STC 10/2002, de 17 enero (FJ 7.º), «el rasgo esencial que define el domicilio a los efectos de la protección dispensada por el art. 18.2 CE reside en la aptitud para desarrollar en él vida privada y en su destino específico a tal desarrollo, aunque sea eventual. Ello significa, en primer término, que su destino o uso constituye el elemento esencial para la delimitación de los espacios constitucionalmente protegidos, de modo que, en principio, son irrelevantes su ubicación, su configuración física, su carácter mueble o inmueble, la existencia o tipo de título jurídico que habilite su uso, o, finalmente, la intensidad y periodicidad con la que se desarrolle la vida privada en el mismo. En segundo lugar, si bien el efectivo desarrollo de vida privada es el factor determinante de la aptitud concreta para que el espacio en el que se desarrolla se considere domicilio, de aquí no se deriva necesariamente que dicha aptitud no pueda inferirse de algunas de estas notas, o de otras, en la medida en que representen características objetivas conforme a las cuales sea posible delimitar los espacios que, en general, pueden y suelen ser utilizados para desarrollar vida privada. El rasgo esencial que define el domicilio delimita negativamente los espacios que no pueden ser considerados domicilio: de un lado, aquellos en los que se demuestre de forma efectiva que se han destinado a cualquier actividad distinta a la vida privada, sea dicha actividad comercial, cultural, política, o de cualquier otra índole; de otro, aquellos que, por sus propias características, nunca podrían ser considerados aptos para desarrollar en ellos vida privada, esto es, los espacios abiertos. En este sentido resulta necesario precisar que, si bien no todo espacio cerrado constituye domicilio, ni deja de serlo una vivienda por estar circunstancialmente abierta, sin embargo, es consustancial a la noción de vida privada y, por tanto, al tipo de uso que define el domicilio, el carácter acotado respecto del exterior del espacio en el que se desarrolla. El propio carácter instrumental de la protección constitucional del domicilio respecto de la protección de la intimidad personal y familiar exige que, con independencia de la configuración física del espacio, sus signos externos revelen la clara voluntad de su titular de excluir dicho espacio y la actividad en él desarrollada del conocimiento e intromisiones de terceros».

De esta forma, se ha ampliado dicho ámbito de protección respecto del derecho a la inviolabilidad domiciliaria a espacios como las habitaciones de hoteles (STC 10/2002, de 17 de enero), camarotes de embarcaciones STS 312/2011, de 29 de abril) o roulottes o caravanas (STS 1165/2009, de 24 de noviembre), entre otras opciones, así como, se ha propuesto una configuración integral de los diferentes espacios que componen un inmueble en cuanto domicilio, por cuanto los jardines (STS de 4 de noviembre de 2002), los garajes y trasteros, son considerados como dependencia de casa habitada, siempre que cumplan las previsiones dispuestas en el Acuerdo del Pleno No Jurisdiccional de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 15 de diciembre de 2016, a saber:


	
a)  Contigüidad, es decir, proximidad inmediata o directa con la casa habitada; que obviamente puede ser tanto horizontal como vertical;

	
b)  Cerramiento, lo que equivale a que la dependencia esté cerrada, aunque no sea necesario que se halle techada ni siquiera murada;

	
c)  Comunicabilidad interior o interna entre la casa habitada y la dependencia; es decir, que medie puerta, pasillo, escalera, ascensor o pasadizo internos que unan la dependencia donde se comete el robo con el resto del edificio como vía de utilizable acceso entre ambos.

	
d)  Unidad física, aludiendo al cuerpo de la edificación.



A tales efectos, se reputará domicilio los espacios previstos en el art. 554 LECrim, es decir:

	
•  Los Palacios Reales, estén o no habitados por el Monarca al tiempo de la entrada o registro.


A tal fin, se prevé la posibilidad de intervención del Palacio o Sitio Real donde el Monarca resida en un concreto momento.

Respecto del Palacio Real se prevé la previa solicitud judicial de licencia real, por conducto del Mayordomo Mayor de Su Majestad, para proceder a su intervención (art. 555 LECrim), mientras que el resto de Sitios reales en que no se hallase el Monarca al tiempo del registro, será necesaria la licencia del Jefe o empleado del servicio de Su Majestad que tuviera a su cargo la custodia del edificio, o la del que haga sus veces cuando se solicitase, si estuviese ausente (art. 556 LECrim).

Por tanto, sería posible deducir que solo podría intervenirse el Palacio Real donde resida el Monarca, mediando la previa licencia real habilitante a solicitud judicial por aplicación del art. 56.3 CE.

Sin el menor ánimo de abrir un debate ajeno al presente trabajo, respecto si la inviolabilidad real que sostiene el precepto citado alcanza o debiera alcanzar la del domicilio concreto donde resida en cada momento, lo cierto es que la residencia del Jefe del Estado, cualquiera que sea la forma en que se materialice su gestión, debe disponer de un plus de protección reforzada.

Más dudas plantearía la intervención sobre el resto de Sitios Reales, pues el planteamiento inicial de obtener previa licencia del custodio real del inmueble para proceder a la intervención pública penal mediando resolución judicial habilitante no encuentra firme acomodo en el equilibro de poderes y facultades previsto en el diseño constitucional.

La cuestión es francamente compleja pues tales enclaves tendrán una consideración específica en sus diferentes espacios y en función del hecho que los Monarcas residan en su interior en un concreto momento. Asimismo, conviven en su interior espacios determinados destinados a vivienda de sus moradores, es decir, empleados al servicio de su Majestad a los cuales pudiera resultar de aplicación los estándares previstos en el art 547.1 LECrim, por cuanto se reputarán edificios o lugares públicos los que estuvieren destinados a cualquier servicio oficial, militar o civil del Estado, de la provincia o del Municipio, aunque habiten allí los encargados de dicho servicio o los de la conservación y custodia del edificio o lugar.

Por último, pudieran también ocurrir que parte de tales enclaves puedan ser concebidos a modo de espacio público cualificado para cuya intervención se requiere, en ausencia de resolución judicial habilitante, la intermediación de los referidos custodios reales.


	
•  El edificio o lugar cerrado, o la parte de él destinada principalmente a la habitación de cualquier español o extranjero residente en España y de su familia, en los términos ya expuestos.

	
•  Los buques nacionales mercantes.



Lógicamente, la protección constitucional se deriva respecto de buques y embarcaciones, mercantes o de recreo, con independencia de que dispongan bandera nacional o extranjera. Y en particular, respecto del espacio específico que en su interior pueda destinarse a habitación o domicilio, por ejemplo, los camarotes. El resto de los espacios que componen las diferentes naves, como cubierta, los espacios destinados a almacén de mercancías o el puesto de manda, no disfrutan de dicha consideración de morada y, por tanto, su acceso (3)  e intervención se produce al margen de la especial protección que se dispensa respecto del domicilio.

Como pone de relieve la STS 312/2011, de 29 abril (FJ 8.º), «ningún problema se plantea para reconocer la condición de domicilio al camarote de un barco como un lugar separado donde uno de sus tripulantes o viajeros se independiza de los demás que comparten las zonas comunes para desarrollar su privacidad en la medida que lo desee. Resulta del todo evidente que una embarcación puede constituir, en efecto, la morada de una o varias personas cuando la utilicen como reducto de su vida privada, pues sin duda están construidas tales embarcaciones de forma que algunas de sus dependencias, como los camarotes, resultan aptas para que en las mismas se desarrollen conductas o actividades propias de áreas de privacidad, aunque resulte dificultoso extender el concepto de domicilio en todo caso a otras zonas de aquélla, como puede ocurrir con la cubierta, utilizada en las maniobras náuticas o como lugar de esparcimiento, o las bodegas, utilizadas exclusivamente para la carga, o la zona de máquinas, que no pueden entenderse aptas, con carácter general, para la vida privada». A mayor abundamiento, la STS 151/2006, 20 de febrero (FJ 8.º) cuando afirma que «las embarcaciones no constituyen domicilio a estos efectos constitucionales, salvo en aquellas partes destinadas específicamente a los camarotes, dormitorios de las tripulación o pasajeros, u otros lugares reservados para una persona o grupo de personas. Y ello aunque se tratare de un yate o embarcación de recreo (...), en el que podría predominar el aspecto de lugar destinado a la vida personal o familiar, íntima en todo caso, que es lo que constituye la razón de ser de esta inviolabilidad proclamada en el art. 18.2; porque en el presente caso este tipo de embarcación se estaba utilizando, no para tal finalidad de convivencia con la familia o amistades, sino sólo para el transporte de mercancía, en este caso ilícita, ya que se trataba de hachís en cantidades elevadas».

Ahora bien, tratándose de buques mercantes extranjeros (4)  deberá acudirse a la normativa marítima aplicable, donde se establecen unas premisas propias para este tipo de intervenciones. En efecto, como establece el art. 12.2. de Ley 14/2014, de 24 de julio, de Navegación Marítima la autoridad judicial podrá ordenar la práctica a bordo de las diligencias que sean procedentes, así como la entrada y registro en el buque, incluidos sus camarotes, sin más requisito que la comunicación al cónsul del Estado del pabellón a la mayor brevedad posible.

	
•  Respecto de personas jurídicas imputadas, el espacio físico que constituya su centro de dirección, ya se trate de su domicilio social o de un establecimiento dependiente, o aquellos otros lugares en que se custodien documentos u otros soportes de su vida diaria que quedan reservados al conocimiento de terceros.


Como se desarrollará infra, el reconocimiento del derecho a la inviolabilidad del domicilio de las personas jurídicas se produce respecto de los espacios que requieren reserva y no intromisión de terceros en razón a la actividad que en los mismos se lleva a cabo, esto es, los lugares utilizados por representantes de la persona jurídica para desarrollar sus actividades internas, bien porque en ellos se ejerza la habitual dirección y administración de la sociedad, bien porque sirvan de custodia de documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento, exigiéndose en estos casos la autorización judicial o el consentimiento del interesado (STS 285/2012, de 25 de enero, —FJ 5.º—).

De esta forma, el mandato constitucional que proclama la interdicción de acceso y registro al domicilio ajeno vincula tanto a particulares como a poderes públicos, configurándose como un auténtico derecho fundamental que garantiza el ámbito de privacidad de la persona dentro del espacio limitado que la misma elige (STC 22/1984, de 17 de febrero —FJ 5.º—).

Dicho ámbito se encuentra caracterizado también en un sentido negativo, precisamente, por quedar exento o inmune a las invasiones o agresiones exteriores, de otras personas o de la autoridad pública (STC 22/1984, de 17 de febrero —FJ 5.º—), incluidas las que puedan realizarse sin penetración física en el mismo, sino por medio de aparatos mecánicos, electrónicos u otros análogos (STC 189/2004, de 2 de noviembre —FJ 3.º—).

A tal fin, se ha descartado del ámbito de especial protección constitucional enclaves tales como automóviles y furgonetas (STC 197/2009, de 28 de septiembre —FJ 2.º—), contenedores (STS 808/2005 de 23 de junio —FJ 9.º—), taquillas de los trabajadores (STS 973/2003, de 5 de julio —FJ 2.º—), las cajas de seguridad (STS 1276/2003, de 19 de febrero —FJ 12.º—), bares (STS 879/2016, de 22 de noviembre FJ 2.º—), reservados de un club de alterne (STS 484/2004, de 16 de abril —FJ 1.º—), buzones de correos (STS 777/2008, de 18 de noviembre —FJ 3.º—) (5) , o bien la celda de un centro penitenciario (STC 89/2006, de 27 de marzo —FJ 3.º—).

Por tanto, el resto de lugares cerrados, diferentes del domicilio, se encuentran amparados por el derecho a la intimidad (art. 18.1 CE), el cual tiene por objeto la protección de un ámbito reservado de la vida de las personas excluido del conocimiento de terceros, sean éstos poderes públicos o particulares, en contra de su voluntad; mientras que el derecho a la inviolabilidad domiciliaria protege «un ámbito espacial determinado» dado que en él ejercen las personas su libertad más íntima, siendo el objeto de protección de este derecho tanto el espacio físico en sí mismo considerado, como lo que en él hay de emanación de la persona y de su esfera privada (STC 189/2004, de 2 de noviembre —FJ 2.º—).

En efecto, como afirma MORENO CATENA (6) , «mientras el art. 18.2 CE atribuye a un concreto lugar, el domicilio, una especial protección, y lo tutela como derecho fundamental garantizando su inviolabilidad (…) el resto de los lugares cerrados podrán estar amparados por el respeto del derecho a la intimidad».

1.2.  La titularidad del derecho a la inviolabilidad domiciliaria

En cuanto a los titulares del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria, se reconoce tanto a las personas físicas como a las personas jurídicas.

Respecto de las primeras, la protección constitucional de tales postulados resulta especialmente amplia, como pone de manifiesto la STC 209/2007, de 24 septiembre (FJ 3.º), pues «la inviolabilidad domiciliaria, como derecho, corresponde individualmente a cada uno de los que moran en el domicilio, sin que esta titularidad individual se pierda por el hecho de que un mismo domicilio sea compartido por varias personas. El ejercicio del derecho, de contenido fundamentalmente negativo, consiste en el ejercicio de la facultad de exclusión que conforma su contenido, esto es, de la facultad del titular de excluir a otros de ese ámbito espacial reservado, de impedir o prohibir la entrada o la permanencia en él de cualquier persona y, específicamente, de la autoridad pública para la práctica de un registro».

Respecto de las segundas, conforme el contenido del art. 554 LECrim, que explícitamente reconoce el derecho a la inviolabilidad de las personas jurídicas, no obstante, la señalada afirmación de principio se ha realizado no sin matizaciones relevantes, entre ellas, la consideración de la «naturaleza y especialidad de fines» de dichas personas (STC 137/1985, de 17 de octubre —FJ 5.º—).

Al respecto, la STC 69/1999, de 26 abril (FJ 2.º) sostiene que «cabe entender que el núcleo esencial del domicilio constitucionalmente protegido es el domicilio en cuanto morada de las personas físicas y reducto último de su intimidad personal y familiar. Si bien, existen otros ámbitos que gozan de una intensidad menor de protección, como ocurre en el caso de las personas jurídicas, precisamente por faltar esa estrecha vinculación con un ámbito de intimidad en su sentido originario; esto es, el referido a la vida personal y familiar, sólo predicable de las personas físicas. De suerte que, en atención a la naturaleza y la especificidad de los fines de los entes aquí considerados, ha de entenderse que, en este ámbito, la protección constitucional del domicilio de las personas jurídicas y, en lo que aquí importa, de las sociedades mercantiles, sólo se extiende a los espacios físicos que son indispensables para que puedan desarrollar su actividad sin intromisiones ajenas, por constituir el centro de dirección de la sociedad o de un establecimiento dependiente de la misma o servir a la custodia de los documentos u otros soportes de la vida diaria de la sociedad o de su establecimiento que quedan reservados al conocimiento de terceros».

1.3.  Supuestos que permiten la afectación del derecho a la inviolabilidad domiciliaria

Ahora bien, el derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria no se concibe en términos absolutos, sino que limita con los demás derechos y los derechos de los demás (STC 133/1995, de 25 de septiembre —FJ 4.º—), por lo que su protección constitucional puede ceder en determinadas circunstancias, respetándose, en todo caso, el contenido esencial del mismo (art. 53.1 CE). Como afirma la STC 341/1993, de 18 de noviembre (FJ 8.º) trayendo a colación de STC 199/1987, de 16 de diciembre (FJ 9.º), «es éste, pues, un derecho fundamental "relativo y limitado", en el sentido de que la protección que la Constitución dispensa a este espacio vital puede ceder en determinados supuestos».

En efecto, el derecho fundamental en cuestión se encuentra limitado en aquellos casos y formas expresamente previstos en las leyes (art. 545 LECrim). Tales excepciones, que tendrán un carácter rigurosamente taxativo (7) , se concretan en:


	
•  Resolución judicial habilitante.

	
•  Consentimiento del titular o moradores del domicilio.

	
•  Supuestos contenidos en el art. 553 LECrim y conforme las condiciones que dicho precepto regula.



Obviamente la invasión domiciliaria está más que justificada en caso de entradas en domicilio con una finalidad asistencial. Como afirma DE LLERA SUÁREZ-BARCENA (8) , «los vínculos de solidaridad entre ciudadanos han determinado desde antiguo que el Derecho permita la entrada en domicilios privados de personas ajenas con el fin de refugiarse de algún peligro grave o de prestar auxilio a los moradores».

Cuestión que, sin embargo, queda resuelta en el art. 15 de la Ley 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana. De esta forma, se legitima la entrada en domicilios por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado al objeto de evitar daños inminentes y graves a las personas y a las cosas, en supuestos de catástrofe, calamidad, ruina inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad. Legitimación que, vistos los supuestos habilitantes planteados, podrá no solo hacerse extensivos a otras profesiones, como por ejemplo bomberos (9) , sino que, en determinadas circunstancias, a cualquier persona que trate de evitar los perjuicios descritos.

Asimismo, para enclaves diferentes al domicilio, y con la misma finalidad descrita anteriormente, para la entrada en edificios ocupados por organismos oficiales o entidades públicas, no será preciso el consentimiento de la autoridad o funcionario que los tuviere a su cargo.

Una vez practicada la entrada por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en un domicilio particular, habrá de remitirse sin dilación el acta o atestado que instruyan a la autoridad judicial competente.

Por último, cabría advertir como al margen de los presupuestos anteriores, la vulneración del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria podrá conllevar la asunción de las correspondientes responsabilidades penales a tenor de los arts. 202, 203, 204 y 534 CP.

2.  La entrada y el registro domiciliario

La regulación de las posibles entradas y/o registros en domicilios de particulares se muestra, de manera uniforme, previa consideración de los supuestos comentados, y generalmente, con una operatividad circunscrita a la existencia de resolución judicial previa y habilitante. Los arts. 545 a 578 LECrim regulan tales premisas dentro de los tradicionales contornos en que las diligencias de entrada y registro se practican, previéndose en sucesivos preceptos la afectación tecnológica de los derechos reconocidos en el art. 18 CE.

A tal fin, el Tribunal Constitucional declaró, en la citada STC 22/1984, de 17 de febrero (FJ 5.º), que «la interdicción fundamental de este precepto (art. 18.2 CE) es la del registro domiciliar, entendido como inquisición o pesquisa, para lo cual la entrada no es más que un trámite de carácter instrumental (10) ».

Al respecto, se trataría entonces de dos actuaciones claramente diferenciables (11) , que, a su vez, se encuentran íntimamente unidas (12) , en una especial relación subordinada (13) . Y los términos en que se expresa el texto constitucional son concluyentes al emplear la locución disyuntiva «o», ninguna entrada o registro podrá hacerse en domicilio, ambas en régimen de equivalencia en cuanto a los supuestos habilitantes mencionados.

En efecto, para llevar a cabo el registro será necesario acceder previamente al domicilio en cuestión; sin embargo, podrían darse casos en que de la entrada no se derivase registro alguno o, más aun, que la entrada se produjera para acceder a otras dependencias distintas del domicilio donde se encuentra el sujeto cuya detención se pretende (14) ; o bien, que de la mera entrada se intente deducir la obtención de nuevos datos que permitan continuar eficazmente la investigación del delito (15) .

Asimismo, como se puso de relieve, existe la posibilidad de que sin introducción física en el domicilio se pueda llegar a tener acceso, vía telemática o mediante la utilización de dispositivos técnicos, a su interior (16) . En tales casos, se afectaría el derecho a la inviolabilidad domiciliaria, aun sin acceso físico al interior del domicilio (STS 709/2016, de 20 de abril —FJ 2.º—) (17) , sin perjuicio de las demás afectaciones de derechos fundamentales que el registro o la observación practicados pudieran suponer. Las posibilidades son ciertamente numerosas.

De esta forma, el registro viene, generalmente, precedido por la entrada pues, difícilmente, se podrá registrar sin acceso previo al domicilio, si bien, no toda entrada tiene porqué conllevar algún registro. Independientemente del carácter que se le quiera atribuir a una respecto del otro, lo cierto es que se encuentran relacionadas en el plano práctico, restringiendo, según los casos, derechos fundamentales diversos.

En consecuencia, con la mera entrada se restringe el derecho a la inviolabilidad domiciliaria como se posibilita la práctica de medidas cautelares de naturaleza personal, tales como la detención de un sujeto presuntamente responsable de determinados hechos delictivos.

Por su parte, el registro limita, principalmente, el derecho a la intimidad, si bien, según los casos, otros derechos fundamentales pueden llegar a verse afectados (18) . Como afirma DE LLERA SUÁREZ-BÁRCENA (19) , «la entrada y ulterior registro suponen limitaciones o intromisiones en los derechos consagrados en el art. 18.1 CE (derecho a la intimidad) y eventualmente, cuando se trata de entrada en un domicilio en el art. 18.2 CE (derecho a la inviolabilidad del domicilio). También puede verse implicado el derecho al secreto profesional, consagrado en el art. 20.1 CE, cuando la entrada y registro se produzca, por ejemplo, en el despacho profesional de un abogado o de un médico».

3.  La intervención pública penal sobre el domicilio mediante la prestación del consentimiento por parte del titular o morador del domicilio

Para entender cuándo se ha prestado el consentimiento ante la solicitud de autorización que pudiera efectuar la autoridad gubernativa, el art. 551 LECrim establece que se entenderá que presta su consentimiento aquel que, requerido por quien hubiere de efectuar la entrada y el registro para que los permita, ejecuta por su parte los actos necesarios que de él dependan para que puedan tener efecto, sin invocar la inviolabilidad que reconoce al domicilio el art. 6 de la Constitución del Estado (20) .

Evidentemente, tal petición de entrada procederá cuando no se disponga de autorización judicial al respecto ni medien los presupuestos del art. 553 LECrim, pues en tales casos la petición de consentimiento para acceder a domicilio ajeno resulta innecesaria (21) . Como señala la STS de 7 de marzo de 1997 (FJ 3.º), «el consentimiento o la conformidad implica un estado de ánimo concreto en virtud del cual la persona interesada, ante la situación también concreta que las circunstancias le presentan, accede al registro porque soporta, permite, tolera y otorga, inequívocamente, que ese acto tenga lugar. Se trata en suma de una aprobación, una aquiescencia, un asentimiento, una licencia o una venia que soslaya cualquier otra exigencia procedimental».

De otro lado, el citado art. 550 LECrim obliga, a su vez, a recabar el beneplácito del titular o morador del domicilio que se pretende afectar, obviamente, con anterioridad a la efectividad de las actuaciones que se interesan practicar. La determinación de la existencia de consentimiento se habrá de interpretar de manera restrictiva, de la forma más favorable para el titular o morador del domiciliario, si bien, para llegar a conclusiones concretas respecto del consentimiento otorgado han de analizarse, racionalmente, el comportamiento del propio interesado, «antes, durante y después», así como las manifestaciones de cuantos pudieran estar presentes cuando el registro se llevó a cabo (STS de 23 de enero de 1998 —FJ 4.º—).

Por último, entre los requisitos jurisprudenciales (SSTS 14 de marzo de 2006 —FJ 1.º— 28 de octubre de 2010 —FJ 4.º—) que informan la prestación del consentimiento se encuentran:


	
a)  Otorgado por persona capaz; esto es, mayor de edad (STS de 9 de noviembre de 1994), y sin restricción alguna en su capacidad de obrar. En supuestos de minusvalía psíquica aparente, esté o no declarada judicialmente, no puede considerarse válidamente prestado el consentimiento (art. 25 CP).

	
b)  Otorgado de forma consciente y libre, lo cual requiere: i) que no esté invalidado por error, violencia o intimidación de cualquier clase; ii) que no se condicione a circunstancia alguna periférica, como promesas de cualquier actuación policial, del signo que sean; iii) que si el que va a conceder el consentimiento se encuentra detenido, no puede válidamente prestar tal consentimiento si no es con asistencia de Letrado, lo que así se hará constar por diligencia policial (STS 9 de octubre de 2013, —FJ 43.º—) (22) .

	
c)  Podrá ser expreso, tácito o presunto (art. 551 LECrim). El consentimiento tácito ha de constar de modo inequívoco mediante actos propios tanto de no oposición cuanto, y sobre todo, de colaboración, pues la duda sobre el consentimiento presunto hay que resolverla en favor de la no autorización, en virtud del principio in dubio libertas y el criterio declarado por el Tribunal Constitucional de interpretar siempre las normas en el sentido más favorable a los derechos fundamentales de la persona, en este caso del titular de la morada (STS 26 de junio de 1998 —FJ 4.º—).A su vez, si el consentimiento no se produce en las condiciones de serenidad y libertad ambiental necesarias no se considerará suficiente como consentimiento: Qui siluit cum loqui debuit, et notint, consentire de videtur (SSTS de 14 de marzo de 2006, —FJ 1.º—, de 30 de septiembre de 2013, —FJ 2.º—, entre otras), pues consiente el que soporta, permite, tolera y otorga, inequívocamente que entre y registre y registre (STS de 23 de enero de 1998 —FJ 2.º—).



	
d)  Oralmente o por escrito, pero siempre se reflejará documentalmente para su constancia indeleble (STS de 4 de noviembre de 2002 —FJ 2.º—).

	
e)  Debe ser otorgado por el titular del domicilio, titularidad que puede provenir de cualquier título legítimo civilmente, sin que sea necesaria la titularidad dominical. No obstante, en los supuestos en que concurran pluralidad de moradores, bastará el consentimiento otorgado por uno de ellos para habilitar la intervención pública penal sobre el domicilio, salvo que exista contraposición de intereses o bien negativa expresa al respecto del resto de moradores (STS 77/2014 de 30 de septiembre —FJ 14.º— y de 16 de marzo de 2015 —FFJJ 5.º y 6—) (23) .

	
f)  El consentimiento debe ser otorgado para un asunto concreto, del que tenga conocimiento quien lo presta, sin que se pueda aprovechar para otros fines distintos (STS de 6 de junio de 2001 —FJ 3.º—). Asimismo, ha de ser solicitado por la autoridad que pretenda practicar la diligencia de forma expresa y formal (24) .

	
g)  Por tanto, habilitándose la entrada en domicilio mediante el consentimiento practicado conforme los requisitos descritos, no resultarían necesarias las formalidades recogidas en el art. 569 LECrim, respecto de la presencia del Letrado de la Administración de Justicia. Ahora bien, cabría añadir que la eficacia procesal derivada de la práctica del registro efectuado sin presencia judicial no debería equiparse a los supuestos en que el Letrado de la Administración de Justicia presencia y documenta sus resultas en la correspondiente acta.



4.  La entrada y el registro acordados en sede judicial

Entre los presupuestos habilitantes que legitiman la restricción del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio se encuentra, efectivamente, la decisión de un órgano judicial al respecto. Como se afirmaba unas páginas más arriba, el domicilio es inviolable, por lo que ninguna entrada o registro podrá hacerse en el mismo, salvo resolución judicial, entre otras posibilidades.

Por ende, los únicos órganos con competencia para dictar resoluciones judiciales, obvia decir, son aquellos que ostentan potestad jurisdiccional (art. 117.3 CE). La exigencia constitucional de resolución judicial veda la posibilidad de que órganos, sin potestad jurisdiccional, puedan decidir la limitación del referido derecho fundamental en tales términos. Todo ello, sin perjuicio de que la autoridad gubernativa pueda, en determinados supuestos de flagrancia delictiva o aquellos otros cualificados por una excepcional y urgente necesidad, en atención a delitos específicos, acordar la medida intromisiva sin consentimiento del titular del domicilio.

Por tanto, corresponde a aquellos órganos judiciales integrantes del Poder Judicial la tarea de decidir acerca de la procedencia de tales limitaciones. Como afirma GIMENO SENDRA (25) , «en la limitación de este derecho los miembros del Poder Judicial ostentan no sólo la última, sino la primera palabra».

De esta forma, partiendo de que generalmente la entrada y el registro en domicilio se practicarán durante la fase de investigación de los delitos, si bien, nada impide que una vez en juicio oral se repute necesaria la intervención domiciliaria (art. 746.2 LECrim) (26) , declarándose entonces su suspensión, se entiende que el juez ordinario predeterminado por la Ley (art. 24.2 CE), a quien compete la instrucción de las causas penales, se corresponde con el juez de instrucción del partido en que el delito se hubiere cometido (art. 87.1 a LOPJ y art. 14 LECrim), a salvo las particularidades establecidas en el art. 15 LECrim cuando no conste el lugar de presunta comisión de los hechos delictivos (27) .

En consecuencia, informa la LECrim acerca de la determinación de la competencia para autorizar la limitación del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, precisamente, al juez o tribunal que conociere de la causa (art. 546 y 550 LECrim) (28) .

Mención expresa merece la atribución competencial prevista, de un lado, en materia de terrorismo, y de otro lado, en cuestiones atinentes al ámbito castrense.

En lo que concierne a la instrucción de los delitos contenidos en la Disposición Transitoria de la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo, se dispone la competencia de los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 88 LOPJ y art. 14.2 LECrim), conforme a la atribución que la citada Ley concede a la Audiencia Nacional respecto de los citados delitos. No sin fundamentadas críticas (29) .

De esta forma, se ha considerado procesalmente correcto la posibilidad de que, por razones de urgencia, los órganos judiciales puedan actuar a prevención, con independencia de poder hacerlo igualmente por delegación, prestando auxilio a otros órganos judiciales, como en la práctica suele ser sumamente frecuente, cuando la instrucción de las causas puede corresponder a los Juzgados Centrales de Instrucción, dada la ubicación de la sede de éstos y su ámbito territorial de competencia (STS de 17 de febrero de 1997 —FJ 4.º—).

Indudablemente, la LECrim permite ambas opciones. La actuación a prevención de los órganos judiciales (30)  se encuentra primeramente regulada en los arts. 303 y 318 LECrim.

Por su parte, el art. 22 LECrim establece el principio de conservación de las diligencias necesarias para la comprobación del delito y, en general, las de reconocida urgencia, cualidad obviamente concurrente en una diligencia de registro domiciliario (STS de 22 mayo de 1995 —FJ 3.º—). Tales atribuciones responden a la necesidad de priorizar la eficacia de la investigación en sus orígenes, permitiendo que órganos judiciales, no competentes según las reglas generales que determinan la atribución de competencias en materia penal, diriman las cuestiones iniciales que pudieran suscitarse en torno a la comisión de los delitos, y que ello se realice con la necesaria celeridad. Instrumentos especialmente útiles en los casos en que la pronta perennidad de las posibles fuentes de prueba aconseje su urgente actuación.

En un segundo momento, el órgano judicial que obra a prevención, actuaría en garantía judicial directa de los derechos fundamentales del sometido a investigación. Todo ello, sin menoscabo de la diligencia empleada por dicho órgano judicial en la orden de inhibición y traslado de las actuaciones a favor del juez o tribunal que resulte competente (art. 15 LECrim).

En cuanto a la delegación (art. 310 LECrim), es posible afirmar los inconvenientes derivados de la ausencia del principio de inmediación en la determinación competencial de los Juzgados Centrales de Instrucción. De otro lado, la determinación del concepto causa justificada que refiere el precepto habría de ser casuística, advirtiéndose, en todo caso, la necesidad de la delegación por motivos de urgencia dado el riesgo cierto de desaparición, deterioro o menoscabo de las oportunas fuentes de prueba (31) .

Por su parte, el art. 563 LECrim prevé la posibilidad de delegación cuando el edificio o lugar cerrado (por extensión resultaría aplicable al domicilio) estuviese en el territorio propio del juez instructor, siendo potestativa entonces la opción de delegación, puesto que podrá encomendar la entrada y el registro al juez del territorio en que el edificio o lugar cerrado radiquen, o a cualquier autoridad o agente de policía judicial.

Mientras el primer supuesto resulta de nula aplicabilidad, en el segundo, por el contrario, parece lógico que sea la autoridad gubernativa quien proceda a la práctica de las actuaciones, siempre a presencia judicial. En aquellos otros casos en que el edificio o lugar cerrado estuviese fuera del territorio del juez decidente, encomendará éste la práctica de las operaciones al juez de su propia categoría del territorio en que aquéllos radiquen, quien, a su vez, podrá encomendarlas a las autoridades o agentes de policía judicial.

Por último, en el ámbito de la jurisdicción militar, la competencia para acordar la limitación del derecho a la inviolabilidad domiciliaria corresponde al juez togado militar, tal y como se desprende del art. 187 de la Ley Orgánica 2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar.

4.1.  La incoación del proceso penal en relación con las diligencias policiales de actuación

La adopción de la medida limitativa del derecho a la inviolabilidad domiciliaria se produce, generalmente, mediando la obligada apertura de un proceso penal. No obstante, puesto que la investigación penal tiene naturaleza dinámica, pueden sucederse situaciones en que la intervención pública penal sobre el domicilio se produzca con anterioridad al acceso efectivo al proceso penal de la información que legitima, en un caso concreto, dicha intervención.

Tales situaciones, que permiten excepcionar la previa decisión e intervención de un órgano judicial al respecto, encuentran un respaldo normativo razonablemente sólido.

En primer lugar, existen actuaciones limitativas del derecho a la inviolabilidad domiciliaria que se realizan con carácter previo a la incoación de un proceso penal. Como ejemplo más recurrente, la intervención pública sobre el domicilio puede producirse ante una situación sobrevenida de flagrancia delictiva, o bien, en orden a la evitación de un hecho delictivo cuya comisión se percibe desde espacios aledaños al domicilio, mediando una necesidad urgente de actuación inmediata en garantía de los derechos de la presunta víctima de tales hechos delictivos. Lógicamente, la llamada de socorro de la presunta víctima legitimaría la actuación gubernativa de intervención, si bien, otras señales externas de auxilio podrían disponer la misma eficacia habilitante, pudiendo acordarse incluso, tras la valoración de las circunstancias concurrentes, la detención del sujeto morador del domicilio como presunto autor del hecho delictivo que motiva la intervención gubernativa (32) .

Asimismo, debe tenerse presente las previsiones contenidas en el art. 553 LECrim, donde la autoridad gubernativa, podrá acordar tales limitaciones del derecho a la inviolabilidad domiciliaria ante casos de excepcional o urgente necesidad, siendo de obligado cumplimiento la comunicación al órgano judicial competente, tras lo cual dicho órgano decidirá si procede la citada incoación.

En segundo lugar, la apertura del proceso penal se motiva en base a investigaciones policiales cuyos resultados permiten su incoación, es decir, supuestos donde se traslada a los órganos judiciales tales resultados derivados de las investigaciones policiales que se vienen practicando, para que decida, una vez valorada la información aportada por la autoridad gubernativa, la procedencia de acordar la apertura del proceso penal y, seguidamente, si también procedería habilitar la limitación del derecho a la inviolabilidad domiciliaria.

En caso afirmativo, el órgano judicial debería proceder a la apertura de las correspondientes diligencias previas o sumariales, sin que, como afirma MORENO CATENA (33) , «en ningún caso pueda ser autorizada en el marco de las llamadas "diligencias indeterminadas" por la práctica forense, por más que esa diligencia sirva de apertura de las actuaciones procesales, y se pueda decretar al propio tiempo el secreto de las diligencias».

En tercer lugar, las actuaciones se incardinan dentro de un proceso penal en curso (art. 546 LECrim). En tales supuestos se está haciendo referencia a la solicitud policial de autorización para intervenir un domicilio y la correspondiente resolución judicial que acuerda la invasión domiciliaria dentro de un proceso penal en curso.

4.2.  El oficio policial de solicitud de entrada y registro en domicilio

En lo que respecta a la solicitud de autorización judicial por parte de la autoridad gubernativa, en buena lógica, cada situación propuesta a consideración judicial puede admitir determinadas variables, si bien, es posible disponer unos mínimos comunes respecto del contenido del oficio policial.

Respecto de su forma, debiera documentarse en forma escrita, aportándose la correspondiente determinación personal y espacial, así como, los argumentos que servirán de base al órgano judicial para decidir la eventual procedencia de la autorización.

A tal fin, podría resultar de aplicación parte del contenido previsto en el art. 588 bis b) LECrim en cuanto a la determinación de la información necesaria respecto del hecho objeto de investigación y la exposición detallada de las razones que justifiquen la necesidad de la medida (34) , así como, los indicios de criminalidad que se hayan puesto de manifiesto durante la investigación previa a la solicitud de autorización del acto de injerencia.

Sin embargo, no han faltado ejemplos en los que la ausencia del carácter escrito de la solicitud policial se ha integrado, precisamente, mediante la competencia de oficio que ostentan los anteriores órganos judiciales. Al respecto puede verse la STS de 30 de abril de 2002 (FJ 4.º) donde se sostiene dado que «en consecuencia se efectuó una solicitud policial, que aunque es conveniente que sea escrita, no es imprescindible pues si el propio juez puede acordar la entrada y registro de oficio, sin necesidad de solicitud policial, con mayor razón la puede acordar tras una entrevista personal con los jefes del operativo policial en la que éstos le dan cuenta personal y directa de lo averiguado y de las razones que hacen necesaria la entrada y registro en un domicilio determinado».

Argumentos que deben ser equilibrados posteriormente. Principalmente, debido al carácter irreproducible de una conversación privada entre el órgano director de la investigación y los agentes de policía judicial que del mismo dependen, que además puede concluir afectando el derecho de defensa del sujeto investigado. No obstante, es preciso convenir que, de manera muy excepcional y ante situaciones informadas por una urgente necesidad de actuación, pueda acordarse la afectación judicial del derecho a la inviolabilidad domiciliaria en tales términos, si bien, de manera posterior, deberá documentarse las razones que impidieron la efectiva documentación del oficio policial, así como, la justificación razonable que fundamenta dicha solicitud. Todo ello, al objeto de poner en conocimiento del sujeto investigado tales premisas para que pueda ejercer oportuna contradicción sobre las actuaciones solicitadas, que sirven de base para la decisión judicial habilitante, y la decisión judicial que finalmente se adopte.

Asimismo, deberá aportarse información sobre la Unidades que llevarán a cabo tanto la entrada como el posterior registro. Generalmente, ante la previsión de intervención pública sobre un determinado domicilio, tales Unidades no coinciden, disponiéndose una primera Unidad de intervención para proceder a la entrada, y una segunda Unidad de investigación o Policía Judicial que coincidirá con aquella que emitió el oficio policial oportuno, a quien corresponderá practicar tanto el registro como las posibles detenciones y demás medidas gubernativas que pudieran realizarse.

Respecto de la determinación personal del sujeto investigado, deberá informarse sobre su estatus procesal o a efectos de investigación, es decir, si se encuentra detenido, o bien, en caso contrario, se prevé su presencia en el domicilio que se pretender intervenir, con expresa mención, si se conoce dicho dato, del entorno de moradores que pudieran concurrir en el domicilio. Junto a la determinación personal y espacial debe ahora añadirse el ámbito temporal en que se prevé practicar la intervención, disponiéndose fecha y hora concreta al respecto.

En efecto, la entrada en domicilio vendrá precedida de toda una serie de actuaciones que se incardinan en el curso de una más amplia investigación, y que previsiblemente, permitirá que dicha investigación pueda seguir arrojando resultados. Actuaciones investigadoras de variada índole: desde seguimientos para la posible identificación de personas, búsqueda de indicios que pudieran denotar la presunta comisión de hechos delictivos, métodos de acceso al domicilio, medios que se podrían emplear en dicho acceso, hasta análisis de los materiales empleados en la construcción de las viviendas, véase la cantidad y tipo de explosivo que podría utilizarse para derribar la puerta de acceso a un domicilio, previendo la posibilidad de que algún persona se encuentre en las proximidades de dicha puerta (35) . Ello nos conduce, a considerar, si es posible previamente, los riesgos que puedan derivarse de la intervención para las autoridades actuantes y, por tanto, también a valorar cómo podría producirse el empleo de la fuerza en el trascurso del operativo.

4.3.  La resolución judicial que acuerda la intromisión domiciliaria

La resolución judicial en la que se acuerde la limitación del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio habrá de revestir forma de auto en donde específicamente se ordene la entrada y el registro (arts. 558 y 566 LECrim), determinándose con toda precisión tanto el lugar, la persona o cosa que se busca (36) . Es posible deducir entonces la necesidad de que la limitación del derecho fundamental referido, acordada judicialmente, se documente en forma escrita, descartándose posibles autorizaciones verbales al respecto.

En tales casos, la urgencia que pudiera justificar la autorización verbal del órgano judicial, a los efectos oportunos, debería decaer como consecuencia de la correcta articulación de uno de los elementos habilitantes de la intromisión pública domiciliar: la flagrancia delictiva.

Asimismo, los arts. 550 y 558 LECrim hacen referencia a la citada obligación de motivar las resoluciones judiciales afectantes del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria, estableciéndose vía jurisprudencial aquellos requisitos que habrán de contenerse en las mismas, esto es, la determinación de las circunstancias espaciales (ubicación del domicilio) (37) , temporales (momento y plazo) y personales (titular u ocupantes del domicilio en cuestión) de la entrada y del registro (STC 14/2001, de 29 enero —FJ 8.º—).

Varias precisiones al respecto. La determinación del titular u ocupantes del domicilio no resultaría en modo alguno concluyente (STS de 11 de marzo de 1996 —FJ 2.º—). O al menos no lo será en los términos en que la determinación espacial y, sobre todo material, deberían serlo. En efecto, en numerosas ocasiones resulta ciertamente complicado constatar fehacientemente los ocupantes que, en un momento concreto, puedan llegar a ocupar una determinada vivienda.

Respecto de la titularidad, caso de existir asiento registral, quizás resulte algo más sencillo, al menos documentalmente; sin embargo, los titulares que figuren en el correspondiente asiento registral no tendrán por qué coincidir, necesariamente, con la persona o personas que vienen siendo sometidas a investigación pública, ni mucho menos con las personas que, en un momento concreto, residan en el domicilio a intervenir. Por tanto, el auto limitativo de derechos fundamentales deberá determinar tanto los titulares del domicilio que le consten al órgano emisor como la identidad de la persona o personas objetivadas en la investigación penal en curso; si bien, los posibles errores que pudieran producirse en la determinación personal que puede acoger la resolución judicial referida, respecto de la titularidad o moradores del inmueble, afectará a la propia forma del documento y no, de forma directa e indubitada, a los resultados obtenidos mediante las actuaciones practicadas.

En cuanto a la determinación espacial, bastará con la identificación de la dirección donde se encuentra el domicilio (38) , por lo que aquellas resoluciones judiciales cuyas inexactitudes impidan identificar el lugar a intervenir, desembocarán en la nulidad de lo actuado (STS de 12 de julio de 1996 —FJ 5.º—) (39) . Junto a lo anterior, deberá acompañarse la motivación de la decisión judicial en sentido propio y sustancial (STC 14/2001, de 29 enero —FJ 8.º—).

A su vez, el referido auto habrá de contener tanto las citadas menciones acerca del momento oportuno para practicar la diligencia, con expresa indicación de fecha, como la determinación de la autoridad o funcionario que haya de practicar la misma (art. 558 LECrim), lo cual se habrá de poner en relación con lo anteriormente desarrollado respecto a la posibilidad de delegación judicial, tal y como dispone el art. 563 LECrim y el contenido del oficio policial de solicitud.

Por último, habría de añadirse expresa referencia a los delitos que se vienen investigando, sin que el descubrimiento de nuevos hechos o circunstancias de las denominadas causales (STC 41/1998, de 24 de febrero —FJ 2.º—), deba enturbiar, necesariamente, la legitimidad de las actuaciones realizadas, como posteriormente se pondrá de manifiesto. El documento finalizará con la identificación y la rúbrica del órgano judicial que acuerda la medida limitativa del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria.

4.4.  La exigencia de motivación que informa las medidas limitativas del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria

Las medidas limitativas de derechos fundamentales han de estar debidamente fundamentadas, de forma que el sujeto afectado pueda conocer las razones fácticas y jurídicas que justifican la limitación.

Con ello, se garantiza la exteriorización de los motivos por los cuales se decidió sacrificar el derecho fundamental conculcado, así como, se facilita el oportuno control posterior de la medida. Dicha exigencia, parte esencial de la resolución judicial misma (STC 8/2000, de 17 de enero —FJ 4.º—) (40)  se constituye como un mecanismo de orden preventivo, que no reparador, para la protección del derecho fundamental reconocido en el art. 18.2 CE (STC 160/1991, de 18 de julio —FJ 8.º—).

Por tanto, para considerar la obligación de motivar las resoluciones limitativas de derechos fundamentales suficientemente satisfecha, se habrá de poder inferir de la misma la adecuada proporcionalidad que ha de presidir toda afectación legítima de dichos derechos, argumentando la idoneidad de la medida, su necesidad y el debido equilibrio entre el sacrificio sufrido por el derecho fundamental limitado y la ventaja que se obtendrá del mismo (STC 136/2000, de 29 mayo —FJ 4.º—).

De otro lado, la Jurisprudencia admite cumplido el requisito de motivación por mera remisión al contenido del oficio policial, considerándose constitucionalmente correctos, aunque procesalmente puedan reputarse viciados, los casos en que la resolución judicial es sucinta, pero no lo es el oficio policial de petición de autorización, y ello porque no se produce indefensión alguna a la parte, que cuando tiene acceso al procedimiento conoce, al mismo tiempo, el auto del juzgado y la solicitud de la policía que le precede y sirve de fundamento (STS de 18 de abril de 1997 —FJ 1.º—). Como afirma COLOMER HERNÁNDEZ (41) , «la esencia de esta figura la constituye el hecho de que sobre un punto de decisión del tema decidendi el juez no realiza una justificación ad hoc en el cuerpo de la resolución, sino que la reenvía o remite a la justificación contenida en otra resolución jurisdiccional o administrativa. La motivación per relationem es una práctica extendida en la vida cotidiana de nuestros tribunales, y ello curiosamente a pesar de afectar a la integridad del discurso de justificación de la decisión judicial.

En efecto, la motivación por remisión implica una quiebra de la necesaria integridad del discurso de motivación, ya que supone que la justificación de parte de la decisión se realice mediante un instrumento ajeno a la propia resolución jurisdiccional». En otras ocasiones, se ha reputado como motivación suficiente la remisión realizada a la solicitud gubernativa, siempre que ésta sea coherente y completa, todo ello, en aras de evitar una «exposición redundante de los elementos ya reflejados en la solicitud de entrada y registro» (STS de 10 de mayo de 2001 —FJ 2.º—).

Al mismo tiempo, se ha mantenido que la motivación por remisión no vulnera el art. 24.1 CE, pues se dice que lo esencial en la adopción de una medida que se dispone sin conocimiento del afectado y en una resolución que no es recurrible, no es la exposición de las razones de la misma, sino la constatación de su necesidad (STS de 9 de mayo de 2008 —FJ 1.º—).

Sin embargo, existen pronunciamientos que tras admitir la suficiencia de la motivación realizada en tales términos se ha reconocido que la misma habrá de examinarse caso por caso (STS de 16 de diciembre de 1996 —FJ 1.º—), descartándose el cumplimiento de tal exigencia cuando en el oficio policial se contengan argumentos poco precisos o demasiado genéricos basados en «abstractas sospechas policiales» que no aportan «datos precisos para que el juez pueda valorar su suficiencia como indicios a los efectos de acordar las referidas intervenciones» (STS de 26 de septiembre de 1997 —FJ 5.º—) sino que se exige que «los policías profesionales expongan la metodología de la investigación, aporten elementos necesarios que lleven al juez a la convicción de que los hechos justifican la medida aunque después se acuda a contenidos estereotipados para introducir los elementos jurídicos que entran en juego» (STS de 30 abril de 2008 —FJ 1.º—).

Asimismo, se ha distinguido entre una motivación realizada por remisión al oficio policial y la integración de éste con la resolución judicial, admitiéndose en un principio la primera, pero rechazándose rotundamente la segunda, puesto que la decisión de limitar el derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria corresponde, de acuerdo con el mandato contenido en el art. 18.2 CE, a un órgano judicial, «quien no puede excusar su deber de resolver y motivar lo resuelto con la simple remisión a los motivos que aduzca otro poder público no judicial; sin perjuicio de que en ciertos casos y según las circunstancias, en particular si ya hay una instrucción judicial en marcha, le sea posible complementar algunos de los extremos no esenciales de su mandamiento de entrada y registro. Dicho esto (…) no es de ningún modo aceptable la técnica de integración referida, en la que la motivación de la medida limitativa singular del derecho a la inviolabilidad del domicilio se extrae de la interpretación conjunta de, cuando menos, el oficio policial interesándola y la resolución judicial autorizándola. (…) Es éste un caso en el que la ausencia y falta de motivación y, en consecuencia, la lesión del concreto derecho fundamental no puede suplirse ni sanarse en las posibles instancias jurisdiccionales a las que se acuda, pues, en puridad, en esas instancias ya no cabe reparar la lesión infringida al derecho a la inviolabilidad del domicilio convalidando ex post una entrada y registro infundados y lesivos del art. 18.2 C.E.» (STC 239/1999, de 20 de diciembre (FJ 5.º).

Sin embargo, a continuación, se admitió la técnica de la integración siempre y cuando ésta se produzca «con los datos obrantes en la solicitud policial, y no con las informaciones que aparezcan con posterioridad en el ulterior atestado policial» (STC 8/2000, de 17 de enero —FJ 5.º—).

A su vez, se ha considerado satisfecha la exigencia de motivación exteriorizada en resolución judicial mediante formulario, en base a que la misma fue dictada como consecuencia de un oficio policial, y por tanto, puede estimarse integrada con lo razonado en éste «siempre y cuando la solicitud policial contenga los elementos necesarios para considerar satisfechas las exigencias para poder llevar a cabo con posterioridad la ponderación de la restricción de los derechos fundamentales que la proporcionalidad de la medida conlleva» (ATC 426/2004, de 10 de octubre (FJ 2.º), trayendo a colación la STC 167/2002, de 18 de septiembre —FJ 2.º—) (42) .

Con todo lo dicho, en materia de inviolabilidad domiciliaria se ha venido admitiendo la motivación de la resolución judicial limitativa por mera remisión al oficio policial donde se solicita autorización para practicar la entrada y el registro.

Al respecto, tales prácticas actúan en detrimento de la esencia misma de la garantía judicial de motivación que ha de presidir toda legítima limitación de derechos fundamentales, «única vía de constatación de la ponderación judicial que constituye la esencial garantía de esta excepción a la inviolabilidad domiciliar» (STC 126/1995, de 25 de julio —FJ 3.º—). Por tanto, la remisión al oficio policial no debería comprender la suficiencia de la exigencia de motivación, sino ser contenido de la misma, para que una vez valorados los argumentos que se exponen en el mismo, el órgano judicial competente, y no otro, decida la procedencia de la medida limitativa del derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria, plasmando en la correspondiente resolución judicial las razones por las que se acuerda o desautoriza su práctica (43) .

4.5.  La categorización de las entradas y registros domiciliarios

La intervención pública sobre el domicilio puede entenderse desde una perspectiva múltiple.

En primer lugar, una intervención pública tradicional donde la autoridad actuante interviene presencialmente el domicilio a los efectos investigadores y aseguradores oportunos. En el marco de una investigación penal al uso, se acuerda la intervención sobre el domicilio, mediando alguna de las causas habilitantes, procediéndose por la autoridad gubernativa a practicar ambas diligencias y documentándose la correspondiente acta respecto de las vicisitudes que acontecieron en la intervención y los objetos y demás instrumentos incautados.

En segundo lugar, la intervención sobre el domicilio puede producirse por medios técnicos que permiten el acceso a distancia y el registro o visualización del interior del domicilio (STS 709/2016, de 20 de abril —FJ 2.º—). Como se dijo, el uso de determinadas tecnologías que puedan permitir la obtención de información respecto del interior de un domicilio, y las actuaciones que en el mismo se suceden, ha de encuadrarse necesariamente en el ámbito protector del art. 18.2 CE (44) .

Por tanto, para que los resultados obtenidos puedan tener acceso al proceso penal en curso, deberán producirse, generalmente, previa autorización judicial.

A tal fin, será necesaria autorización judicial cuando resulte imprescindible vencer un obstáculo que haya sido predispuesto para salvaguardar la intimidad. Cuando, por el contrario, tal obstáculo no existe, como en el caso de una ventana que permite ver la vida que se desarrolla en el interior de un domicilio no es necesaria una autorización judicial para ver lo que el titular de la vivienda no quiere ocultar a los demás (STS 354/2003, de 13 de marzo —FJ 2.º—, en relación con las SSTS de 15 abril de 1997 y de 18 febrero de 1999) (45) . Los diferentes instrumentos técnicos que permiten la intervención pública en el domicilio son ciertamente numerosos, pudiendo utilizarse desde aparatos ópticos de visualización y captación de información ambiental hasta sistemas de localización y captación de imágenes (46) , en diferentes formatos y modalidades de intervención, tales como drones, cámaras o micrófonos.

De esta forma, como sostiene la STS de 13 de marzo de 2003 (FJ 2.º), «la captación de imágenes se encuentra autorizada por la ley en el curso de una investigación criminal siempre que se limiten a la grabación de lo que ocurre en espacios públicos fuera del recinto inviolable del domicilio donde tiene lugar el ejercicio de la intimidad. Por ello, cuando el emplazamiento de aparatos de filmación o de escucha invada el espacio restringido reservado para la intimidad de las personas sólo puede ser acordado en virtud de mandamiento judicial que constituye un instrumento habilitante para la intromisión en un derecho fundamental. No estarían autorizados, sin el oportuno plácet judicial, aquellos medios de captación de la imagen o del sonido que filmaran escenas en el interior del domicilio prevaliéndose de los adelantos y posibilidades técnicas de estos aparatos grabadores, aun cuando la captación tuviera lugar desde emplazamientos alejados del recinto domiciliario. El material fotográfico y video-gráfico obtenido en las condiciones anteriormente mencionadas y sin intromisión indebida en la intimidad familiar tienen un innegable valor probatorio, siempre que sea reproducido en las sesiones del juicio oral».

En tercer lugar, la afectación del domicilio puede producirse mediante medios telemáticos. Esta categoría de intervención puede resultar la más severa de las propuestas por la potencial afectación de derechos fundamentales que conlleva, además de la afectación del derecho a la inviolabilidad del domicilio. Lógicamente, la intervención telemática del domicilio deberá venir precedida de otras medidas instrumentales limitativas generalmente del derecho a la intimidad. A modo de ejemplos, pueden valorarse el acceso y posterior registro del domicilio mediante la intervención de un ordenador o bien de una SmartTV, controlándose tanto la cámara como los micrófonos incorporados a tales sistemas (47) .

En último lugar, puede sucederse la intervención sobre determinados aspectos relacionados con la inviolabilidad domiciliaria en la propia actuación del agente encubierto, en su doble modalidad de intervención, a saber, mediante su actuación presencial y virtual. En tal sentido, el apartado séptimo del art. 282 bis LECrim, autoriza la actuación del agente encubierto para obtener imágenes y grabar conversaciones en los encuentros previstos entre el agente y el investigado, aun cuando se desarrollen en el interior de un domicilio, mediando autorización judicial al respecto (48) .

Más compleja sería la intervención del domicilio y las conversaciones que en su interior se producen mediante la actuación del agente encubierto informático. Las posibilidades de actuación que los apartados sexto y séptimo del citado precepto prevén, mediando autorización judicial habilitante (49) , abonan la posibilidad de que tales intervenciones pudieran producirse en el plano operativo. En otras palabras, la interactuación del agente encubierto informático en canales cerrados de comunicación, así como el intercambio de archivos ilícitos con las consabidas posibilidades de rastreo y detección de los correspondientes algoritmos vinculados a la operativa virtual, permiten, en un plano técnico, afectar el interior de un domicilio.

5.  Cuestiones de procedimiento atinentes a la entrada y al registro acordados en sede judicial

En relación, principalmente, con las primeras categorizaciones propuestas, la Ley Procesal Penal regula el procedimiento a observar durante la práctica de las actuaciones que la diligencia de entrada y de registro permiten realizar, recogiéndose en tales normas desde el momento oportuno para su actuación, sujetos que han de intervenir en las actuaciones, hasta la forma de realización de las mismas, notificaciones a efectuar y la oportuna documentación del acto.

5.1.  Espacio temporal oportuno para practicar las actuaciones

La determinación del período de tiempo en que se deberán llevar a cabo tanto la entrada en domicilio como el posterior registro se configura a modo de requisito formal que deberá contener la resolución judicial que acuerda la medida limitativa. Por tanto, el auto mediante el cual se acuerde la entrada y el registro domiciliario especificará, ab initio, el momento oportuno para practicar tales actuaciones, esto es, si la entrada y el registro tendrán lugar tan sólo de día (art. 558 LECrim), o bien, si pueden llevarse a cabo en horas diferentes.

A tal fin, las competencias del órgano emisor son notablemente amplias pues como informa el art. 550 LECrim, si la urgencia lo hiciere necesario, el juez instructor podrá ordenar la entrada y el registro en domicilio tanto en horas del día como en las de la noche, siempre y cuando, hubiere indicios de encontrarse allí el procesado o efectos o instrumentos del delito, o libros, papeles u otros objetos que puedan servir para su descubrimiento y comprobación (art. 546 LECrim). Se observa cómo la cautela impuesta sobre la existencia de tales indicios parece ser uno de los parapetos que prevé el Legislador frente a eventuales extralimitaciones de la autoridad actuante.

Al margen de su escasa utilidad apriorística, no se entiende qué entrada o registro puede ordenarse sin la existencia de indicios que informen la presencia física del sujeto procesado (dice la norma), o bien, la posibilidad de encontrar en el domicilio posibles fuentes de prueba materiales, la condición que impone el precepto será cumplida a riesgo de declarar la nulidad de lo actuado, en caso contrario. Sin descender del resbaladizo terreno en que los indicios se mueven, y en cuanto tales, los hechos que se asientan sobre los mismos permiten acoger variadas interpretaciones, la clave no radica tanto en la existencia de indicios de criminalidad, más o menos racionales, sino en que su determinación sea factible, objetiva y coherente (50) .

En lo referente al registro, stricto sensu, se habrá de practicar durante las horas del día, sin perjuicio de que, una vez expirado el referido lapso de tiempo sin haber concluido las actuaciones, se pueda solicitar del interesado o su representante consentimiento para continuar durante la noche.

En caso de obtener respuesta negativa, se podrán articular las oportunas medidas (cierre y sellado) tendentes a evitar posibles fugas o sustracciones, previniendo quien practique el registro a los presentes en el mismo, las consecuencias penales que la alteración de tales medidas conlleva (arts. 570 y 571 LECrim). En cualquier caso, si resultase necesario proseguir con las actuaciones, nada impediría que el órgano judicial que autorizó el registro, vistos los resultados que han ido obteniéndose en el curso de las investigaciones realizadas, y persistiendo las razones que justificaron la intromisión domiciliar, decida prorrogar la medida en horario distinto al inicialmente fijado.

5.2.  Notificación a los sujetos afectados

El citado auto deberá ser notificado en la forma prevista en el art. 566 LECrim, donde se recoge la determinación de los sujetos susceptibles de ser notificados, estableciéndose el siguiente orden de prelación: en primer lugar, se habrá de comunicar la diligencia a la persona del afectado por la medida, esto es, el titular del domicilio cuya inviolabilidad se restringe, previéndose, en cuanto no fuera posible localizar a tal sujeto, la notificación a su encargado. En defecto de éste, a cualquier otra persona mayor de edad que se encuentre en el domicilio, preferiblemente familiar del afectado. Por último, en el caso de que ninguno de los anteriores pueda ser hallado, se hará constar por diligencia, que se extenderá con asistencia y firma de dos vecinos (art. 566 LECrim).

En cuanto al momento oportuno para efectuar la notificación, ordena el art. 550 LECrim la obligación de notificar la diligencia a la persona interesada en los supuestos que el art. 546 LECrim contempla, de forma inmediata o, en todo caso, en el plazo de veinticuatro horas, a contar desde el momento en que la misma fue acordada.

En consecuencia, dicha notificación habrá de realizarse, al menos, al tiempo de practicar la medida, puesto que si se transmitiese la oportuna información con una antelación previa, más o menos significativa, se restaría la pretendida eficacia de la diligencia. El hecho de que se prevea la notificación a las mismas puertas del domicilio nos da una idea de los derroteros por los que la actual regulación legal se mueve, esto es, la notificación ha de ser anterior o simultánea a la realización efectiva de la diligencia de entrada y de registro. Como se afirma en la STS de 4 de mayo de 1994 «el artículo 566 contempla la situación de la entrada y registro en el momento de verificarse. Allí ha de notificarse al particular afectado el auto; sólo si no es habido en la primera diligencia, se notifica al encargado y, en último término, se entenderá con cualquier persona mayor de edad que se hallase en el domicilio, preferentemente a los individuos de la familia del interesado».

5.3.  Práctica de las actuaciones

La entrada y el registro se llevarán a cabo procurando perjudicar la menos posible a la persona del interesado (art. 552 LECrim), adoptándose todo género de precauciones para no comprometer su reputación, respetando sus secretos si no interesaren a la instrucción. Asimismo, se legitima el uso de la fuerza si fuera necesario (art. 567 LECrim), y se acordarán, en sede judicial, las oportunas medidas de vigilancia con la finalidad de evitar la pérdida de eficacia de la medida (art. 567 LECrim), debiendo determinarse, como se dijo, el objeto que fundamenta la intervención (51) .

La diligencia de entrada, informa DE LLERA SUÁREZ-BARCENA (52) , «no es realmente una diligencia de investigación, sino una medida meramente instrumental, prevista en función de la eficacia de muy distintas intervenciones o actuaciones policiales y judiciales de diversa naturaleza».

En efecto, como se dijo, la entrada en domicilio vendrá precedida de toda una serie de actuaciones que se incardinan en el curso de una más amplia investigación, y que previsiblemente, permitirá que dicha investigación pueda seguir arrojando resultados. Actuaciones investigadoras de variada índole, si bien en materia de registros se contemplan ahora aquellas circunstancias de procedimiento que regulan su práctica, y en particular, aquellas cuestiones referentes a los sujetos cuya intervención viene legalmente exigida, así como, el procedimiento a través del cual se articula el registro domiciliario.

5.4.  Sujetos intervinientes en el registro

En materia de registros domiciliarios, la LECrim ordena la presencia del interesado (53) , o de su representante, y en defecto de aquéllos, de un familiar mayor de edad, o si no fuera posible lo anterior, de dos testigos (54) .

Asimismo, resulta preceptiva la efectiva presencia física del Letrado de la Administración de Justicia del juzgado o tribunal que hubiera autorizado la medida o bien del Letrado de la Administración de Justicia del servicio de guardia que le sustituya. En caso de necesidad, el Letrado de la Administración de Justicia podrá ser sustituido en la forma prevenida en la Ley Orgánica del Poder Judicial, tal y como se estableció en la Ley 22/1995, de 17 de julio, mediante la que se garantiza la presencia judicial en los registros domiciliarios.

En consecuencia, el Letrado de la Administración de Justicia, garante de la fe pública judicial, levantará acta tanto de la diligencia propiamente dicha como de las posibles incidencias acaecidas, que se pasará a firma de todos los asistentes (art. 569 LECrim) (55) .

5.5.  Sobre el derecho a la asistencia letrada

Respecto de la situación en que se encuentra el derecho a la asistencia letrada del sujeto cuyas dependencias personales resultan afectadas e inspeccionadas, se deberá extender dicha asistencia letrada hasta la propia práctica del registro. Opción sólo excepcionable cuando acreditadas razones lo justifiquen y que, asimismo, contribuye a garantizar tanto los derechos del sujeto cuyas dependencias se someten a examen, como la adecuación de tales actuaciones al propio ordenamiento jurídico, validando el letrado con su firma, los términos de su práctica.

Y se propone lo anterior a sabiendas de la existencia de numerosos pronunciamientos que se posicionan en contra de la efectividad de dicha asistencia letrada. Como señala la STS de 25 de junio de 2003 (FJ 2.º) «es doctrina reiterada, pacífica y consolidada considerar que la validez constitucional y procesal del registro domiciliario, legalmente acordado por la autoridad judicial competente, no precisa la asistencia de letrado defensor del detenido, aunque sí la presencia de éste, toda vez que ni el art. 17.3 CE, ni los arts. 118 y 520 LECrim, exigen esta presencia» (56) .

La cuestión acerca de la necesaria asistencia letrada durante la práctica de la entrada y del registro se debe conectar con el estatus procesal que tenga el sujeto cuya morada se pretende inspeccionar, en el momento en que dicha inspección va a producirse. La formulación de cargos se constituye entonces en el parámetro que delimita la necesaria prestación de dicha asistencia letrada (57) .

En primer lugar, la intromisión y el registro domiciliar dispondrá unos efectos y unas consecuencias que trascienden del ámbito constitucional establecido por el art. 18.2 CE. Centrar el debate exclusivamente en las formalidades, constitucionales y legales de la medida limitativa, y en los efectos que soporta el derecho fundamental a la inviolabilidad domiciliaria resulta un posicionamiento sesgado, por cuanto los resultados que de las actuaciones se deriven tendrán incidencia directa en el proceso penal posterior. Habiéndose producido una formulación de cargos y mediando una restricción de derechos fundamentales de indudablemente trascendencia procesal, el sujeto investigado ha de tener, necesariamente, derecho a recibir asistencia letrada. Piénsese que el principio de contradicción, generalmente, actuará respecto del cumplimiento de las formalidades previstas constitucional y legalmente, y ello a pesar de que los resultados del registro puedan alcanzar un determinado valor a efectos probatorios.

En segundo lugar, ¿pueden los resultados obtenidos en la práctica del registro suponer la formulación directa de cargos frente al sujeto investigado? Qué duda cabe que la respuesta ha de ser afirmativa. Si el sujeto se encuentra privado de libertad, siendo requisito legal su efectiva presencia física en el domicilio mientras se están practicando las actuaciones (art. 569 LECrim), a lo que habrá de añadirse, siempre y cuando no suponga un peligro para con la práctica del registro, ¿qué impide que el letrado defensor pueda personarse en dicho domicilio? Y no le falta razón a los argumentos plasmados en la citada resolución judicial cuando advierte que la presencia de letrado en las actuaciones no es requisito que exijan los preceptos mencionados. Pero, ¿es que acaso se prohíbe normativamente la presencia de letrado en las actuaciones? Obviamente, no existe tal prohibición. Asimismo, cabe recordar cómo no es el derecho a la presencia de letrado sino a la efectiva asistencia el que se encuentra plasmado en el art. 24.2 CE. Más ventajosa sería la situación en que se encuentra el sujeto que, tras conocer los cargos que contra el mismo se formulan, no se encuentra privado de libertad, a quien, dicho sea de paso, también debe garantizársele el derecho a recibir asistencia letrada en el momento de las actuaciones. Situación más ventajosa, por notorios motivos, que la del sujeto privado de libertad, donde se incluye no solo la libertad ambulatoria, sino también y, esencialmente, la libertad de comunicación.

Por último, considerar las actuaciones que requieran una más acentuada inmediatez en su práctica, donde, no obstante, serán las específicas circunstancias, principalmente respecto del aseguramiento material de las eventuales fuentes de prueba, quienes aconsejen el momento en que pueda concederse efectividad a la presencia del letrado asistente en las actuaciones. Como advertimos, la asistencia de letrado en las entradas, en que la misma sea viable, y en los registros que posteriormente se desarrollen, conlleva más ventajas que inconvenientes en la pretendida maximización de la eficacia en la investigación de los delitos.

5.6.  Procedimiento que informa la práctica del registro

El art. 575 LECrim establece la obligación general que vincula a toda persona de exhibir los objetos y papeles que se sospeche puedan tener relación con la causa, pudiendo exigirse las oportunas responsabilidades penales en el supuesto de obtener una respuesta negativa al respecto.

La LECrim regula expresamente el procedimiento a seguir para que una vez practicado el registro, la autoridad competente proceda a la recogida de los instrumentos y efectos del delito o bien de aquellos libros, papeles o cualesquiera otras cosas que se hubiesen encontrado, siempre que fuera necesario para el resultado del sumario (58) .

Tales documentos habrán de ser numerados, sellados y rubricados en todas sus hojas por el juez, el secretario judicial y los asistentes al registro, así como por el sujeto afectado o quien se posicione en su lugar, según las reglas anteriormente expuestas (art. 574 LECrim). Una vez conclusas las actuaciones a presencia de la autoridad judicial, se documentarán judicialmente (art. 572 LECrim) haciendo constar los nombres de las personas intervinientes en el acto, los posibles incidentes ocurridos, la hora de inicio y finalización de las mismas, así como, la relación del registro por el orden en que se realizó y las resultas obtenidas.

Como se puede observar se trata de un procedimiento que regula la forma en que se documenta la práctica del registro completamente desvinculado de la realidad que supone el uso de las tecnologías que permiten la posterior reproducción de lo actuado. El acta documentada del Letrado de la Administración de Justicia, evidentemente, ofrece las garantías propias de la fe pública judicial plasmada en documento escrito. A tales garantías cabría añadir el uso de cámara de fotografía y de video, de uso generalizado.

Por tanto, se propone que toda la práctica del registro se gestione en forma tal, que permita su inserción en soporte apto para su posterior reproducción (59) . Y que tales aspectos sean regulados. Principalmente, por las ventajas que supone para un proceso penal posterior, tanto por la posibilidad de contradecir lo grabado, como por la seguridad que brinda en el desarrollo de las tareas investigadoras (60) .

Por último, en el caso de que los resultados no ofreciesen un balance positivo, por no haber podido encontrar las personas u objetos buscados, o bien no concurra indicio alguno de responsabilidad criminal, se podrá exigir por parte del interesado certificación del acta que acredite los resultados de la diligencia (art. 569 LECrim).
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